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PLAZO PARA TRANSFORMARSE EN SOCIEDADES POR ACCIONES 
SIMPLIFICADA NO DESCONOCE LA PROPIEDAD PRIVADA Y LOS 

DERECHOS ADQUIRIDOS, NI LOS DERECHOS DE IGUALDAD, TRABAJO, 
ASOCIACIÓN O LIBERTAD ECONÓMICA 

 
La Corte Constitucional, en sesión celebrada el 27 de julio de 2010, declaró 
exequible la expresión “Las sociedades unipersonales constituidas al amparo de dicha 
disposición tendrán un término máximo improrrogable de seis (6) meses, para 
transformarse en sociedades por acciones simplificadas”, contenida en el artículo 46 de la 
Ley 1258 de 2008, “Por la cual se crea la sociedad por acciones simplificada”. 
 
La Corte fundamentó su decisión en: 
 

“Si bien es cierto que la norma enfrenta a sus destinatarios con la necesidad de transformar 
el modelo organizativo inicialmente escogido, ya sea para convertirse en sociedad por 
acciones simplificada o para optar por otro de los esquemas societarios previstos en el 
Código de Comercio y en caso de inacción impone la disolución anticipada de la sociedad 
unipersonal inicialmente constituida, esa disposición legal no tiene en realidad las 
implicaciones descritas por el accionante, entre ellas, la de someter al creador y propietario 
de la sociedad unipersonal a la inevitable pérdida de los derechos generados con la 
constitución de aquélla. Según las reglas contenidas en el Código de Comercio, es evidente 
que la transformación de la sociedad en otro tipo de entidad permitido por la ley no extingue 
sino que preserva, aunque modificados, los derechos del (los) inicial (es) accionista (s). 
También es claro que incluso la disolución por ministerio de la ley que pudiera resultar de 
la inercia de aquél frente a las alternativas contenidas en la norma acusada, tampoco afecta 
de manera definitiva tales derechos, ya que de conformidad con las normas mercantiles, 
sobreviven a la disolución de la sociedad y pueden hacerse valer durante la subsiguiente 
etapa de liquidación. 
 
Por otro lado, la Corte señaló que la situación particular de los creadores y/o accionistas de 
una sociedad unipersonal, en el sentido planteado por el demandante, no puede entenderse 
como un derecho adquirido, constitucionalmente protegido por el artículo 58 superior. Ello 
resulta claro en cuanto no existe en Colombia un derecho a la no alteración legislativa de un 



             

 

 

 

 

 

determinado marco normativo. Cosa distinta es que desde la perspectiva del derecho a la 
propiedad, sí exista en cabeza de los accionistas de las sociedades unipersonales un derecho 
adquirido a la propiedad en ellas constituida. Empero, como ya se indicó, este derecho no 
sufre merma alguna como resultado de la disposición demandada, pues en cualquiera de las 
hipótesis que prevé, el sistema normativo del cual hace parte este precepto garantiza la 
permanencia del derecho del accionista, el cual podrá hacerse efectivo bien desde su 
condición de socio de la nueva entidad surgida de la transformación operada, bien con 
ocasión del trámite liquidatorio de la sociedad disuelta. Para la Sala, tampoco resulta 
aceptable que la condición de accionista de las entidades que la Ley 1014 de 2006 denominó 
como sociedades unipersonales, o la de sus trabajadores o acreedores, generen lo que la 
jurisprudencia sustancial ha considerado como una situación jurídica consolidada, pues el 
régimen legal de las sociedades comerciales es inherentemente susceptible de cambios 
normativos, siempre y cuando el legislador que los establezca respete la propiedad y los 
demás derechos adquiridos respecto de ellas por las personas particulares. Al mismo tiempo, 
indicó que la norma demandada recoge una típica regla de tránsito de legislación, semejante 
a las establecidas en otros casos en los que determinada institución jurídica es reemplazada 
por otra que teniendo el mismo objeto, presenta características diferenciales. De esta forma, 
es claro que la norma no tiene un propósito discriminatorio ni injustificado, sino que 
responde a una situación específica, no observable en las restantes formas de sociedad, que 
permita su comparación de manera que la regla cuestionada no vulnera el derecho a la 
igualdad. 
 
Finalmente, en relación con el derecho de asociación y la libertad económica, la Corte 
encontró que existen razones válidas para explicar la decisión legislativa de requerir un 
cambio en la forma organizativa inicialmente adoptada por las sociedades unipersonales y 
en caso de inacción de los interesados la disolución de las mismas y dado que no observa 
oposición tangible entre el contenido de este mandato y algún precepto constitucional de 
carácter imperativo, consideró que la disposición que establece el plazo de seis (6) meses 
para que las sociedades unipersonales se transformen en sociedades por acciones 
simplificadas corresponde al margen de configuración normativa asignado al legislador y 
por ende corresponde declarar la exequibilidad del precepto acusado”. (Sentencia C-
597/10, expediente D-7979).  
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